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editorial

Popular, pero poco democrático
Es indiscutible que el presidente Saca goza de una elevada popularidad

entre la opinión pública nacional, lo cual, sin duda, es muy prometedor para
el desempeño de ARENA en las próximas elecciones. Pero eso no significa
que lo que es positivo para el partido de gobierno lo sea también para el
país. Ni siquiera la interpretación que hace el presidente Saca de su popu-
laridad es válida, porque aun cuando la gente aprueba su gestión, eso no
implica que ella esté bien informada sobre su alcance. Así como es indiscu-
tible su popularidad, es indudable que ésta depende, en gran medida, de la
propaganda de Casa Presidencial, la cual es muy buena, vistos los resulta-
dos. El presidente Saca y sus asesores para la publicidad han demostrado
mucha sagacidad para evitar que las crisis de la realidad nacional empañen
la imagen presidencial. Este éxito propagandístico, por otro lado, evidencia
la debilidad de la oposición y, en concreto, del FMLN, cuyas posturas no
logran hacer mella en la imagen presidencial.

Más allá del éxito propagandístico y de la popularidad, el gobierno de
Saca debe gestionar una democracia incipiente con una de las sociedades
más violentas del mundo. La violencia actual desafía la capacidad del go-
bierno de ARENA para demostrar que la democracia es mejor que la dicta-
dura militar. En este momento, el gobierno no puede garantizar a la pobla-
ción su integridad física. Ante ello, propone de forma irresponsable que “la
ciudadanía honrada” se arme. Tampoco puede garantizar que la institu-
cionalidad reformada o creada, a partir de los acuerdos de 1992, cumpla
con sus funciones básicas. Es evidente que, en este campo tan complejo,
el presidente Saca, pese a su popularidad, no ha podido hacer grandes
avances. Más bien, pareciera estar perdiendo terreno. Este fracaso es el
que la propaganda se encarga de ocultar a la opinión pública.

No es fácil gestionar una democracia en estas condiciones, porque la
violencia niega algunos de sus principios básicos y debilita su
institucionalidad, al mismo tiempo que se lleva de encuentro la legitimidad
gubernamental. Los gobiernos de ARENA, por razones históricas e ideológi-
cas, no han sabido distinguir entre el ejercicio democrático y el ejercicio
autoritario del poder. Su origen y su mentalidad los han hecho más proclives
a la dictadura y a la represión como medios ideales para imponer la ley y el
orden. El recuerdo de la eficacia con la que la dictadura militar enfrentaba
los problemas nacionales del pasado, hace que la gente tienda a preferirla
al sistema democrático, con lo cual le otorga legitimidad. Hoy, la eficacia del
sistema democrático para resguardar la ley y el orden es medida por la
represión, prescindiendo de qué tan democráticos sean los procedimientos
utilizados. Ante la incapacidad del breve experimento democrático para ga-
rantizar la seguridad ciudadana, la gente se inclina más por la
institucionalidad autoritaria. En este punto, es legítimo hablar de un retroce-
so de la transición democrática salvadoreña. En 1992, las instituciones es-
tatales fueron desmilitarizadas, pero no la sociedad, la cual continúa arma-
da. Por eso, el estilo de ejercer el poder de un partido como ARENA en-
cuentra aceptación fácil entre la opinión pública y lo explota para ganar
popularidad y legitimidad. El autoritarismo que se intentó abandonar ha vuelto
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y, al parecer, para quedarse de la mano de la violencia social y del fracaso
de los gobiernos de ARENA para controlarla. Éstos no han logrado conven-
cer a la ciudadanía que el sistema democrático es superior al autoritario.
Tampoco se han esforzado mucho para hacerlo, porque no les interesa y
también porque no lo comprenden bien.

El desarrollo y la consolidación del proyecto democrático, negociado sólo
entre las élites, en 1992, dependen de la eficacia y la democracia de sus
instituciones y de que la ciudadanía se convenza de ello. No obstante, los
políticos han pasado por alto a la ciudadanía, excepto en las urnas, que es,
en la práctica, lo único que les interesa. La responsabilidad mayor es de
ARENA, porque es el partido de gobierno, desde hace ya más de quince
años. Por eso, la gente no colabora con la policía y, más en general, con el
proceso democrático; más bien, ya ha prescindido de las dos, mientras el
gobierno de Saca mira impasible cómo es desbordado por su incapacidad
para responder a las tareas incompletas de la transición.

Esta se propuso construir un gobierno fundamentado en el apoyo de la
población y en la normativa democrática, en contraposición al uso de la
fuerza y la violencia, característicos de la dictadura militar. Sin embargo, la
persistencia de la violencia y de la inseguridad extrema desafían la sabiduría
del cambio y hace dudar de la eficacia de la democracia frente a la dictadu-
ra. Los afectados directamente por la violencia tienden a expresar menos
apoyo al sistema que el resto de la población. Y los más afectados por el
miedo y la inseguridad, tienden a sentirse desencantados con el régimen de
posguerra. En estas condiciones hay dos caminos posibles. Uno es que la
ciudadanía presione para que el sistema sea más eficaz y responsable. El
otro es dejar de considerar a la democracia como forma ideal de gobierno.
La poca experiencia democrática de la mayoría de la población es la insegu-
ridad y el caos, y menos respeto a sus derechos civiles. La alternativa que
se le ofrece, entonces, es el régimen autoritario, lo cual puede animar o
tolerar un golpe de Estado y un dictador, lo cual es muy poco probable. En
cambio, apoyar a un líder autoritario, que compita dentro de las reglas demo-
cráticas, es bastante más probable. De hecho, hacia ahí tiende ARENA. Así,
el país es cada vez más gobernado por un régimen autoritario, que llegó al
poder por la vía electoral.

Esta última posibilidad se subestima, porque el autoritarismo suele estar
asociado al ejército. No hay que olvidar que éste sólo fue un actor importan-
te, pero no el único. La sociedad cooperó, aunque de forma subalterna, con
la dictadura y sus métodos represivos. El pretexto del crimen y la inseguri-
dad ya ha reactivado redes de grupos armados ilegales con propósitos múlti-
ples ælimpieza social, extensiva a la política y a creadores de opinión dema-
siado incómodos, ajuste de cuentas o venganzas personales.

Es paradójico que la mayor amenaza para el sistema democrático sea la
misma gente. Pero no hay que olvidar que se ha acostumbrado a la violencia
y a prescindir del Estado, el cual carece de legitimidad, por la misma razón.
Cuando el gobierno de Saca la invita a armarse para defenderse, le está
diciendo que viva al margen de la ley y del Estado de derecho, una de cuyas
funciones fundamentales es controlar la fuerza. Prueba de ello son las
masacres de familias enteras y la extensión de las redes de sicarios y de
grupos armados ilegales. Estos hechos muestran, por sí mismos, la inutilidad
de las instituciones y la ilegitimidad del Estado.
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¿Tienen las leyes económicas
la última explicación?

No obstante los desacuerdos extremos
que distancian a marxistas y capitalistas
(sean estos liberales o neoliberales), todos
estarían de acuerdo en responder afirmati-
vamente a la pregunta que da por título a
este comentario. Tan sólo difieren las ma-
neras de contestarla. En el fondo, habría
un acuerdo en afirmar que, en última ins-
tancia, la economía es el eje sobre el que
gira todo el sistema social.

El capitalismo, ya sea en su versión li-
beral o neoliberal, siempre ha hecho de la
economía la piedra angular de su existen-
cia. No cabe duda que el subsistema eco-
nómico, principal eje del sistema, no pue-
de existir sin otros factores extraeconómi-
cos, sociales y políticos del ambiente. Sin
embargo, los mismos defensores del siste-
ma no han tenido reparos en destacar el
papel de la economía en su visión de or-
ganización del mundo.

De lo que se trata, en definitiva, es de
asegurar el libre juego de las fuerzas del
mercado para garantizar el bienestar de la
humanidad. Según esta concepción, el Es-
tado tiene que estar al servicio del sistema
económico, cuyo funcionamiento debe ga-
rantizar. A este respecto, sostienen Norberto
Bobbio y otros, que “en la era del capitalis-
mo naciente [los liberales] lucharon por la
libertad económica; el Estado no debía en-
trometerse en el libre juego del mercado,
que en ciertos aspectos se presentaba
como un estado natural o mejor dicho como
una sociedad civil basada en contratos en-
tre privados. Sólo se aceptaba al estado
como gendarme, dejando una libertad com-
pleta, en el arreglo de los conflictos entre
trabajadores y empleadores, al poder con-
tractual de las partes, o en los conflictos
entre las diversas empresas (en el ámbito
tanto nacional como supranacional) al po-
der de resistir la competencia que premia
al mejor”.

Aparte del anuncio de la inevitabilidad
de la instauración del comunismo, la doc-

trina marxista sostiene que el movimiento
social se asemeja al proceso de la historia
natural. Está regido por leyes independien-
tes de la voluntad, la conciencia y la inten-
ción de los sujetos humanos y, al mismo
tiempo, determinan su conciencia, intencio-
nes y querer. En otras palabras, el ser so-
cial determina la conciencia social.

En la base de ese ser social —cuya pa-
labra determina, en última instancia, el com-
portamiento de los individuos—, se encuen-
tran las leyes económicas que rigen la pro-
ducción, la distribución, el cambio y el con-
sumo en la sociedad humana, a través de
las distintas etapas de su desarrollo. En-
tonces, según esta concepción, la econo-
mía sería el elemento primordial para en-
tender el funcionamiento de las sociedades.
Se encuentra en la infraestructura, la que
determina e impone su ley a la superestruc-
tura. En La ideología alemana (escrito en-
tre 1845 y 1846), Marx plantea sin amba-
ges esta relación: “la vida material de los
individuos, que en modo alguno depende
de su simple voluntad, su modo de produc-
ción y la forma de intercambio, que se con-
dicionan mutuamente, constituyen la base
real del Estado y se mantienen como tales
en todas las fases en que siguen siendo
necesarias la división del trabajo y la pro-
piedad privada con absoluta independencia
de la voluntad de los individuos”.

Marx quería liberarse de la superstición
política. Es decir, los marxistas asumen que
la política no tiene la última palabra en tor-
no a lo que ocurre en la sociedad. El Esta-
do, según esta concepción, no es el que
controla a las fuerzas económicas, sino que
éstas lo subordinan y lo manipulan según
sus propios intereses y reglas del juego.
Esta concepción llevó a Marx a enfatizar
que la revolución francesa era incompleta
porque la liberación humana no se alcanza
solamente a partir de la emancipación polí-
tica. Al respecto, en su trabajo La Sagrada
Familia, este autor rebate la idea de Bruno
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Bauer, que pretendía que “el ser universal
del Estado [podía] tener unidos cada uno
de los átomos egoístas”. Marx sostiene que
“sólo la superstición política se figura, aún
hoy, que el Estado debe mantener ligada
la vida burguesa, cuando en realidad es la
vida burguesa la que mantiene la cohesión
del Estado”.

Una visión común que se tambalea
No obstante la aparente unanimidad so-

bre el papel determinante que juegan las
leyes económicas, hay señales que pare-
cen demostrar que el mundo de la vida va
tomando otro camino. En Europa, sostiene
un artículo del diario francés Le Monde, re-
aparece la idea de su identidad cristiana.
Por lo menos, es el argumento que se es-
grime quienes se oponen a la entrada de
Turquía en la Unión Europea. En los Esta-
dos Unidos, se sabe que Bush ha sido re-
elegido sobre la base de su fe y su defen-
sa a ultranza de los valores morales en
contra del matrimonio entre personas del
mismo sexo o del aborto.

Demasiadas veces se ha observado que
las personas más humildes respaldan po-
siciones políticas que van, a las claras, en
detrimento de sus intereses económicos. El
partido demócrata, en los Estados Unidos,
ha hecho la triste experiencia recientemen-
te. Los más pobres, vale decir, los más gol-
peados por las decisiones económicas de
Bush, respaldaron a este último en las elec-
ciones de noviembre del año pasado. En
El Salvador, más allá de la falta de credibi-
lidad del partido de izquierda, sus líderes
se siguen preguntando por qué los mismos
salvadoreños que denuncian la situación
desastrosa de la economía y la corrupción
endémica que caracteriza al partido oficial,
son los mismos que se entregan a los bra-
zos de unos líderes religiosos evangélicos,
que no sólo los insultan por la riqueza que
ostentan en medio de feligreses tan pobres,
sino que los llevan a votar por la derecha,
la principal responsable de su miseria.

A este respecto, Alain Tourraine, según
el mismo artículo de Le Monde, habla de
un nuevo paradigma. Según esta concep-
ción, se estaría en presencia de una nue-
va fase en la historia intelectual y social de

la humanidad, en la que ya se asume que
la economía no es tan determinante. He-
mos pasado, en opinión de Tourraine, por
distintas fases. En una primera, era la de
la política. En esa época, se hablaba de
orden y desorden, paz y guerra, el poder
del Estado, los gobernantes, la nación, el
pueblo y la revolución. Luego, la revolución
industrial y el capitalismo lograron una pri-
macía respecto del poder político y se
autoproclamaron la base de la construcción
y organización de la sociedad. En un se-
gundo momento, según el mismo texto, vino
el paradigma económico y social. Allí se
analizaban las clases sociales y riqueza,
burguesía y proletariado, sindicatos y huel-
gas, estratificación y movilidad social, des-
igualdad y redistribución.

Tourraine constata que actualmente está
segunda fase está concluyendo. Se ha se-
parado la economía de las demás institucio-
nes, el capital se burla de las leyes naciona-
les que garantizan el trabajo y el derecho
de los trabajadores y los salarios están so-
metidos a la competencia más feroz. En una
palabra, la idea de lo social se ha muerto.
Ahora, prima el individualismo y la lógica del
“sálvese quien pueda” se ha erigido en ley y
paradigma. La globalización tiene mucho que
ver con esta nueva manera de ver las cosas
que Tourraine denomina un nuevo paradig-
ma que se está imponiendo.

Para los países más pobres, especialmen-
te del subcontinente americano, de ser cier-
tas las consideraciones anteriores, es nece-
sario reflexionar sobre estas nuevas claves
para interpretar la realidad del mundo. Por
ejemplo, si, en los Estados Unidos, los valo-
res, la guerra entre el Occidente y el Islam y
el tema de la seguridad son más importantes
que la economía propiamente dicha, sería in-
teresante replantearse los términos de las ne-
gociaciones comerciales con este último país.
No cabe duda de que muchos representan-
tes políticos aún no han entendido estos nue-
vos elementos presentes en la realidad. Tam-
bién, para las organizaciones sociales y polí-
ticas de América Latina, estas consideracio-
nes merecen una reflexión detenida si se quie-
re más eficacia en la lucha en contra de la
pobreza y la marginación política de las ma-
yorías en el subcontinente.
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¿Lo económico o lo social?
El discurso oficial afirma que, después

de los Acuerdos de Paz, el país se encuen-
tra en el sendero de la democracia y el
desarrollo económico. También asevera que
las políticas económicas de los últimos quin-
ce años han sido implementadas para me-
jorar el nivel de vida de los salvadoreños.
Específicamente, la privatización de los ser-
vicios que pertenecieron al Estado, la re-
forma fiscal de inicios de la década de los
noventa y el acelerado proceso de apertu-
ra comercial, junto a otros aspectos, han
catapultado a la economía para covertirla
en una maquinaria dinámica, impulsada por
la lógica del libre mercado.

Sin embargo, al evaluar las condiciones
de vida de la mayoría de los salvadoreños,
es notable una incipiente mejora que resul-
ta incompatible con los “grandes” esfuer-
zos que dicen haber realizado los gobier-
nos de ARENA. En otras palabras, aún no
se ven los resultados de una reforma eco-
nómica que trastocó algunos aspectos
esenciales del funcionamiento de la econo-
mía.

A pesar de lo anterior, hay ciertos gru-
pos de la derecha que creen a pie juntillas
que los salvadoreños se encuentran mejor
ahora que hace dos décadas, cuando el
país estaba inmerso en un clima de incerti-
dumbre y de grave deterioro económico de-
bido al conflicto armado. Estos “paladines
de la libertad” no dudan en aceptar que la
mejoría es evidente, por que existen más
centros comerciales, más tarjetas de crédi-
to en manos de la gente y hay una entrada
cada vez mayor de productos importados,
lo que diversifica la oferta en el país.

Si bien esto es cierto, no es lo determi-
nante para definir si el país está bien o no.
Para ello, es mejor remitirse a las condicio-
nes de vida que en su cotidianeidad expe-
rimentan la mayoría de salvadoreños: sala-
rios reales a la baja, ampliación de la po-
breza e incremento del desempleo. La

interacción de estos aspectos genera una
situación en la cual la población puede ser
golpeada por graves problemas de
morbilidad. Esto sería, en última instancia,
la mejor evidencia de la verdadera situa-
ción de los salvadoreños.

La crisis
En la actualidad el país está siendo gol-

peado por una serie de enfermedades in-
fecciosas donde sobresalen, principalmen-
te, los casos de diarrea. Solamente en el
área metropolitana de San Salvador hay un
promedio de trescientas consultas diarias
por dicha enfermedad. En enero de 2004,
las consultas por diarrea fueron 15,680 y
para el mismo período durante este año,
éstas han incrementado en más del 100%
(llegado a 30,997). Debido a este incremen-
to, el Ministerio de Salud decretó el pasa-
do 17 de  enero el estado de alerta pre-
ventiva.

Los problemas de morbilidad en el país
no se pueden entender a cabalidad, si no
se considera otro problema de igual de im-
portancia: la desigual distribución del agua.
Diversos especialistas han reconocido que
el incremento en los niveles de enfermeda-
des infecciosas se debe, en buena medi-
da, a la falta de servicio de agua potable y
de eliminación de excretas. En este senti-
do, el Estado sería responsable de la defi-
ciencia del servicio ya que la misma habría
agudizado la crisis por la que atraviesa el
país.

Otro problema importante, y que rela-
ciona igualmente la política del Estado y
los niveles de salubridad, son los casos de
desnutrición registrados a finales del año
pasado. El incremento considerable en al-
gunos productos de la canasta básica, prin-
cipalmente maíz y frijoles, repercutió dura-
mente en la dieta de los salvadoreños. El
incremento más fuerte se dio en las zonas
rurales del país, donde las condiciones de
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vida son más adversas y, por tanto, esto
degeneró en un alza de los casos de des-
nutrición.

Como se puede notar, el discurso ofi-
cial es parcial, al soslayar que el desarrollo
del cual el partido de gobierno se jacta de
haber impulsado, no es suficiente para sa-
tisfacer las necesidades más fundamenta-
les de los salvadoreños: alimentación y sa-
lud. Son estas realidades las que olvidan
aquellos que hablan con suma pomposidad
sobre los logros del gobierno en los últi-
mos años.

Política económica y política social
Una de las críticas más duras realiza-

das al pasado gobierno de ARENA fue “el
olvido de lo social”. Con ello se buscaba
decir que el gobierno de Francisco Flores
había estado más preocupado por la esta-
bilidad económica a través de la dolari-
zación y el impulso al proceso de apertura
comercial que aspectos directamente rela-
cionados a la cuestión social.

Esta visión proviene de una desarticu-
lación clara entre la política económica y la
política social en el marco de un estilo de
gobierno neoliberal. Ello impidió ver a los
pasados gobiernos de ARENA que la bús-
queda de una mejora en los indicadores
económicos no debe de ser un fin en sí
mismo, sino más bien un complemento que
afecta directamente la calidad de vida de
los ciudadanos de un país.

El Estado exige impuestos para que, al
administrarlos correctamente, se pueda de-
sarrollar una serie de servicios sociales en-
caminados a mejorar el nivel de vida de
los ciudadanos. Al poner en marcha dichos
servicios, necesariamente se deben tomar
decisiones económicas que apelan a la es-
casez de recursos en un territorio determi-
nado. En esta dirección, el Estado debe en-
caminarse a construir una sociedad habita-
ble donde uno de los principales objetivos
de la política social sea acortar la brecha
de disparidades económicas y sociales en-
tre los ciudadanos de un país. Pero en El
Salvador, la estructura tributaria hace lo
contrario y por ello los niveles de desigual-

dad se profundizan, con lo cual se contri-
buye poco a la estabilidad política.

El control de la oferta monetaria no se
realiza única y exclusivamente para reducir
los niveles de inflación, sino, más bien, para
generar condiciones de pleno empleo a tra-
vés de las cuales los diferentes agentes
económicos puedan tomar decisiones efec-
tivas sobre actividades productivas. Acá, sin
embargo, se renuncia a dicho control, insti-
tuyendo el proceso de dolarización. Aun-
que este ha generado la reducción del ni-
vel de riesgo país, no ha logrado atraer ma-
yor inversión y hace sentir duramente los
impactos externos.

Los últimos gobiernos del país trabajan
con la mentalidad del “papel subsidiario del
Estado”. Desde este punto de vista, el mer-
cado se constituye en el mecanismo para
asignar de recursos y el Estado, renuncian-
do a un papel protagónico, es una entidad
ligeramente complementaria. Ojalá que en
el futuro los gobiernos puedan ver que la
política económica y la social son dos as-
pectos diferentes, pero que, dentro del buen
funcionamiento de la sociedad, deben es-
tar perfectamente complementados y no ser
contradictorios. Una regulación correcta del
funcionamiento de mercado, la provisión de
los servicios sociales fundamentales y una
red de seguridad social no determinada por
la obtención de lucro (no privatizada) son
aspectos importantes a considerar para la
construcción de un mejor país.

De no suceder así, en el país continua-
rán acumulándose en una serie de deman-
das sociales que harán cada vez más difí-
cil la estabilidad política. En este sentido,
lo económico, lo social y lo político se en-
cuentran articulados en el todo social y una
desatención a una de estas “facetas” de la
realidad puede tener duras repercusiones
en el funcionamiento de la sociedad. El Es-
tado debe situar a la democracia, el creci-
miento y el desarrollo económico como ob-
jetivos principales. La exclusión de uno
de estos elementos para privilegiar a los
otros, puede llevar, a la postre, a una nue-
va crisis social. Es necesario un crecimien-
to armónico de estos factores.
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Impacto económico del Protocolo de Kioto
Según el Panel Intergubernamental de

Expertos sobre Cambio Climático (IPCC,
por sus siglas en inglés), hay evidencia
científica que comprueba que las activida-
des humanas, fundamentalmente la quema
de combustibles derivados del petróleo y
la deforestación, están generando un des-
equilibrio energético a escala mundial, pro-
vocando el fenómeno del cambio climático,
cuyas principales manifestaciones son el
aumento de la temperatura e incremento
del nivel del mar.

A raíz de la preocupación sobre la con-
taminación ambiental y con el propósito de
enfrentar de manera conjunta el problema
global del cambio climático, la comunidad
internacional establece en 1992 el proceso
de la Convención Marco de las Naciones
Unidas sobre el Cambio Climático. Cinco
años después, en diciembre de 1997, se
acordó la aprobación de un protocolo para
reducir en un 5.2% la emisión de seis ga-
ses que causan el efecto invernadero, para
el periodo 2008-2012. Estos gases son el
dióxido de carbono (CO2), el metano (CH4),
el óxido nitroso (N2O), los hidrofluorocar-
bonos (HFC), los perfluorocarbonos (PFC)
y el hexafluoruro de azufre (SF6).

Antes de entrar en materia, vale la pena
definir qué es el efecto invernadero y cuá-
les son sus causas. Aquel es el gran res-
ponsable de la destrucción de la capa de
ozono y del calentamiento de la tierra. Se
puede decir, simplificadamente, que el efec-
to invernadero hace que la energía que lle-
ga a la tierra sea devuelta más lentamen-
te, por lo que se mantiene más tiempo jun-
to a la superficie, provocando la elevación
de la temperatura.

Esta situación provoca un impacto de-
vastador en el medio ambiente.  Los ciclos
hidrológicos han estado sufriendo cambios
radicales; muchas zonas húmedas pueden
volverse secas; los cambios en el clima pro-
vocarán la desaparición de los ecosistemas
o la migración de los hábitats, con la con-
siguiente desaparición de especies anima-
les y vegetales.

Otro de los peligros que sucede con el
calentamiento de La Tierra es la subida del
nivel del mar. Más de doscientos millones
de personas podrían sufrir el efecto de inun-
daciones, tormentas y “tsunamis”, según
estos cálculos. Las altas temperaturas de-
rretirían el Ártico, ya muy deteriorado con
la reducción, cada vez mayor, de los gla-
ciares, que provoca migración o extinción
de muchas especies como los osos pola-
res. El deshielo que estas zonas del Ártico
vienen sufriendo pondría en peligro las nie-
ves alpinas y la capa de ozono, cuyo agu-
jero ha disminuido en un porcentaje muy
elevado en los últimos veinte años.

Estos cambios climáticos también traen
consecuencias nefastas para la salud hu-
mana y podrían provocar la llegada de más
enfermedades, epidemias y plagas como la
malaria y el dengue, hoy contenidas en al-
gunos países de Latinoamérica y África. La
hambruna, que tradicionalmente ataca a los
países menos desarrollados, aumentaría
junto a sequías muy fuertes que acabarían
con los bosques primarios, zonas de gran
valor botánico y reservas naturales.

El Salvador no escapa de esta proble-
mática. Al revisar la situación ambiental del
país, la degradación ha estado relacionada
a la producción de gases de efecto inverna-
dero, debido al ritmo acelerado de la urba-
nización, los cambios en el uso del suelo y
el surgimiento de industrias contaminantes.
La creciente deforestación, el consumo exa-
gerado de energía eléctrica y el aumento
incontrolado del uso del petróleo, provocan
en el país cierta vulnerabilidad.

Efectos económicos del Protocolo de
Kioto

Cabe preguntarse, entonces, sobre al-
gunas cuestiones. ¿Qué relación guarda el
medio ambiente con la economía? ¿Qué
efectos económicos traerá la aplicación del
Protocolo de Kioto, sobre todo, para los paí-
ses en vías de desarrollo, como El Salvador?

Con respecto a la primera interrogante,
hay que considerar que el medio ambiente
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es un recurso limitado; por lo tanto, los
asuntos referidos a su uso y los daños que
ocasione, como la contaminación, el agota-
miento de los recursos naturales o la re-
ducción de la diversidad entre las especies,
incurren en costos. Por esa razón, es im-
portante saber administrar los recursos na-
turales, en relación con los procesos pro-
ductivos y las actividades de consumo, su
distribución y los límites de disponibilidad
con que se cuenta, con el fin de alcanzar
un desarrollo sostenible; es decir, un desa-
rrollo que satisfaga las necesidades de la
generación presente sin poner en peligro
las necesidades de las generaciones futu-
ras.

Para responder la segunda interrogan-
te, es necesario reconocer que los desas-
tres naturales, el aumento de huracanes en
la última década, fenómenos como El Niño,
Mitch, entre otros, así como las sequías,
han provocado cuantiosas pérdidas en los
cultivos. Como consecuencia de la inesta-
bilidad climática, la agricultura ha ido per-
diendo importancia y participación en la ge-
neración del Producto Interno Bruto (PIB).
Para el año de 1999, este rubro represen-
taba el 10.5% de participación, en cambio
para el 2003 había disminuido a 8.5%. La
producción de algunas cosechas (café, al-
godón y granos básicos) disminuyó en
2,616.7 miles de quintales en el período
1999-2004. Según estudios elaborados por
el Ministerio de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales (MARN) sobre el cambio
climático en El Salvador, se podrían dar re-
ducciones en la producción agropecuaria
por las sequías, resultando pérdidas que
pueden ascender a $3.1 millones en 2025.
Asimismo, la posibilidad de que ocurra un
incremento en el nivel del mar constituiría
el efecto más negativo en la zona costera
del país, debido a la pérdida de áreas des-
tinadas a la producción agropecuaria, asen-
tamientos humanos, infraestructura produc-
tiva y turística.

Los cambios que vengan en la producti-
vidad de los cultivos como consecuencia de
las modificaciones en las variables cli-
máticas, tienen repercusión en el contexto

socio-económico, impactando directamen-
te en la salud, nutrición, educación y cate-
gorías de pobreza. En la medida en que
disminuye la producción en el sector
agropecuario en general, hay una disminu-
ción del empleo y un incremento en los pre-
cios, situación que incrementa los niveles
de pobreza e insatisfacción de las necesi-
dades básicas. Los cambios negativos en
la dieta alimenticia también inciden fuerte-
mente en los niveles de mortalidad, mor-
bilidad y esperanza de vida de la pobla-
ción, es decir influyen negativamente en el
desarrollo humano.

Es por eso que, para los países en vías
de desarrollo, la temprana ratificación del
Protocolo de Kioto tiene sentido para el cli-
ma y la economía. Un estudio elaborado
por el Fondo Mundial para la Naturaleza
(WWF, por sus siglas en inglés), concluye
que los costes económicos serán bajos
para la mayoría de países que cumplan sus
objetivos. La investigación sobre el merca-
do internacional del carbono predice los
costes de la reducción de emisiones entre
3 y 20 dólares por tonelada de dióxido de
carbono. Excepto para los sectores de ma-
yor intensidad energética, estos costes ra-
ramente representan más de un 3 a un 5%
del coste de energía.

A pesar de esto, algunos países desa-
rrollados han mostrado cierto recelo en
cumplir con los compromisos que exige el
protocolo, pues ello tiene costos económi-
cos. El Protocolo de Kioto exige reconver-
siones tecnológicas que afectarían profun-
damente a varios sectores de la actividad
económica, al demandar políticas y medi-
das nacionales, tales como la instalación
de energías renovables, la implementación
de sistemas de control medioambiental en
las empresas y el uso de productos de lim-
pieza que no sean contaminantes, entre
otros. Sin embargo, a la larga, los costos
de incumplir el Protocolo de Kioto son ma-
yores que su acatamiento. En definitiva, se
trata de que tanto los gobiernos como los
ciudadanos erradiquen las prácticas que
han llevado a la actual situación de los
ecosistemas.
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La reforma a la Ley de Armas
se torna insuficiente

Diversos sectores de la sociedad salva-
doreña discuten, desde hace algunas se-
manas, la viabilidad de prohibir que la po-
blación civil porte armas de fuego en los
espacios públicos como medida para dis-
minuir los casi diez homicidios que se re-
gistran a diario en el país. Pese a que el
debate no es nuevo —se encuentra abierto
prácticamente desde que el país firmó la
paz en 1992—, una propuesta del Ejecuti-
vo ha suscitado una nueva discusión sobre
el asunto. ¿Debe prohibirse la portación de
armas en los espacios públicos? ¿Debe
incrementarse la edad mínima para portar
un arma? ¿Cuál debe ser el número de
armas que puede poseer una persona? Ta-
les son las cuestiones que se debaten ac-
tualmente en el país, desde diversos pun-
tos de vista e intereses particulares, mu-
chos de ellos contrarios al afán que guía la
discusión: revertir las estadísticas de ase-
sinatos.

El Ejecutivo, mediante la cartera de Go-
bernación, plantea una reforma a la actual
Ley de Control y Regulación de Armas, Mu-
niciones y Explosivos para que se limite la
portación de armas en los espacios públi-
cos —básicamente en autobuses—, incre-
mentar la edad mínima para obtener una li-
cencia —fijándola en 25 años cuando lo per-
mitido es 21— y limitar a dos armas adqui-
ridas por una persona anualmente. El go-
bierno salvadoreño propone, además, re-
formar el Código Penal para que se apli-
quen sanciones a quienes transgredan las
anteriores modificaciones. En el artículo
modificado (346-b) penaría con prisión de
tres a cinco años a “los que portaren ar-
mas de fuego sin el permiso respectivo. La
misma pena se aplicaría para el que la
portare en espacios públicos, en estado de
ebriedad o que se la entregare a un menor
de edad o incapaces”.

La propuesta se encuentra en manos
de la Asamblea Legislativa, en donde las
diferentes fracciones partidarias han mani-
festado sus posiciones. Para el caso, la

bancada oficialista, siempre plegada a las
iniciativas del Ejecutivo, apoya la totalidad
de la propuesta. “Esto es necesario y ur-
gente. Ya que el problema de la violencia y
del homicidio está afectando al país”, ase-
guró el legislador Guillermo Gallegos, de
ARENA —este partido cuenta con veintinue-
ve votos—.

Otra fracción, la del PCN, con catorce
votos, siempre ha defendido los intereses
de quienes comercializan con armas en el
país, por lo que discrepa en la ampliación
de la edad mínima para portar armas. Así,
ese partido apoya la propuesta del Ejecuti-
vo siempre y cuando se mantenga en vein-
tiún años el mínimo para extender la licen-
cia de posesión de armas. “No se puede
elevar a 25 años para obtener la licencia
porque no habría igualdad. Los agentes de
la PNC pueden andar armas antes de los
veintiún años”, expresó el diputado
pecenista Elizardo González Lovo, quien ya
ha sido pillado disparando sin causa apa-
rente al muro de una escuela frente a su
residencia en La Unión.

La fracción de ARENA no necesita ar-
gumentar su posición: su apoyo a la pro-
puesta del Ejecutivo que controla se da por
descontado, sin meditaciones ni exámenes
de conciencia. El argumento del PCN —si
es el mismo que el de González Lovo— es
ridículo, pues se trata de limitar la portación
de armas en la población civil y no en los
elementos de la Policía, quienes frecuente-
mente se ven en situaciones embarazosas
frente a delincuentes armados hasta los
dientes. Simplemente, la argumentación del
diputado de marras se cae por su inconsis-
tencia. Aún así, ARENA y el PCN suman
43 votos, justo los necesarios para aprobar
las enmiendas.

¿Cuál es la posición del resto de frac-
ciones legislativas, aunque, por aritmética,
queden al margen en esta discusión? El
FMLN propone la prohibición total a la
portación de armas de cualquier tipo, res-
tringiendo solamente a los cuerpos de se-
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guridad. Para Manuel Melgar, diputado efe-
melenista y vicepresidente del Parlamento,
“las propuestas que han presentado, y que
son respaldadas por ARENA, son mediocres:
no van al problema. La portación de armas
se debe eliminar”. De hecho, el FMLN, des-
de que entregó sus armas en 1991 y firmó la
paz con el gobierno de Alfredo Cristiani, se
ha pronunciado por el desarme total de la
sociedad civil. Melgar añade que la propues-
ta “es una medida para aparentar que quie-
ren combatir la delincuencia. Hacen publi-
cidad con algo que no llega al fondo del
problema”. El resto de fracciones, la del
PDC y CDU, estudiaban su posición.

Como quiera que sea, el FMLN coinci-
de en gran medida con lo que la sociedad
civil organizada ha venido diciendo desde
hace años y con la misma Policía Nacional
Civil, institución que, desentonando curio-
samente con el estribillo oficial, ha defendi-
do el desarme de la sociedad. En este es-
cenario, la propuesta más consistente pro-
viene de la organización “Sociedad sin vio-
lencia”, con el apoyo del Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD)
en El Salvador. Los representantes de di-
cha iniciativa han celebrado el hecho de que
el gobierno salvadoreño tomara cartas en el
asunto ante los preocupantes números de la
violencia social, pero discrepan allí donde el
FMLN señala es “el fondo del problema”.

En el sitio de Internet de dicha organi-
zación se lee que “esta iniciativa de la ciu-
dadanía […] busca, entre otras propuestas,
prohibir la portación de armas en todos los
espacios públicos del país, lugar donde se
comenten la mayoría de delitos; aumentar a
25 años la edad mínima para tener un arma
y limitar la tenencia a una sola arma por per-
sona”. “Sociedad sin Violencia”, pues, extien-
de la prohibición a todos los espacios públi-
cos (calles, parques, instituciones públicas y
centros sociales) y lugares con acceso pú-
blico (bares, restaurantes, centros comer-
ciales y eventos deportivos).

Hay suficientes indicios para sospechar
que la iniciativa gubernamental —pese a
responder a una amenaza real de los sal-
vadoreños y aparecer en un momento en
que se hace necesaria— no responde ne-

cesariamente a los intereses de la socie-
dad civil. Aún más, los argumentos sobre
la que se sustenta la apartan del interés
fundamental de la discusión, o sea, del in-
tento por disminuir los homicidios que ocu-
rren en el país. Según lo reconoce el go-
bierno, durante 2004 —cuando se produ-
cían entre seis y siete casos diarios—, se
cometieron 2,762 homicidios en todo el
país; en 2,055 de los casos hubo de por
medio armas de fuego, es decir, cerca del
75 por ciento. Es por ello que la propuesta
de Gobernación es insuficiente, pero se en-
tiende porque protege intereses mezquinos.

En el marco de la discusión abundan las
declaraciones desafortunadas o tendenciosas
como la del presidente del Club Salvadoreño
de tiro al platillo, Julio González Suvillaga,
quien se opone a la porque se daría ventaja
a los delincuentes, quienes “no registran sus
armas, las compran en el mercado negro”.
Suvillaga aboga por quienes quieran apren-
der a disparar un arma en una sociedad como
la salvadoreña, como si se tratara de apren-
der a conducir un automóvil: “La ley no habla
de licencias de aprendizaje. Si usted le en-
trega un arma a un menor de edad, estaría
cometiendo un delito, entonces, ¿cuándo se
le enseñará?”, dijo el dirigente a un periodis-
ta de El Diario de Hoy. Como sea, esta opi-
nión no difiere en lo sustancial de la del mis-
mo presidente de la República, del
viceministro de Seguridad, Rodrigo Ávila, ni
de quienes se esconden detrás de la iniciati-
va llamada “Ciudadanos preocupados por el
desarme de la población honrada”, una es-
pecie de grupo fantasma, de aquellos que
aparecen ante la opinión pública cada vez
que se discuten temas de interés nacional.

Prohibir totalmente la portación de armas
de fuego en espacios públicos no es la pa-
nacea para contrarrestar los altos índices de
violencia, pues no controla ni el mercado
negro ni lo que civiles puedan hacer con
sus armas mientras las conserven en sus
hogares —lo que las autoridades llaman “te-
nencia y conducción”—, pero es un paso
importante y necesario para educar a una
sociedad que no ha renunciado todavía a la
violencia como mecanismo privilegiado para
dirimir sus diferencias.
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El “oro” de Taiwán

La financiación taiwanesa a políticos
costarricenses para asegurar el voto de la
nación centroamericana a favor del reco-
nocimiento internacional de la isla asiática
fue uno de los elementos más reveladores
de la serie de escándalos que sacudió a la
clase política de ese país el año pasado.
Uno de ellos fue el ex presidente y tam-
bién anterior Secretario General de la Or-
ganización de Estados Americanos (OEA),
Miguel Ángel Rodríguez. Tampoco fue aje-
no a este tipo de acusaciones el presiden-
te nicaragüense Enrique Bolaños, quien ha-
bría recibido dinero taiwanés para financiar
su campaña electoral en 2001, a cambio
de comprometer el voto nicaragüense en
Naciones Unidas a favor de la causa de la
isla.

Cabe mencionar que uno de los facto-
res que minó la credibilidad de la ex man-
dataria panameña Mireya Moscoso, fue ha-
ber recibido dinero del país asiático para
su campaña electoral.

Un nuevo —no tan nuevo, en realidad—
acusado del mismo delito ha salido a luz:
el ex presidente guatemalteco Alfonso Por-
tillo, quien, por cierto, acaba de cumplir un
año tras fugarse de la justicia de su país.
El ex mandatario fue acusado junto a un
grupo de familiares y allegados de corrup-
ción en el Instituto Guatemalteco del Segu-
ro Social (IGSS). Portillo, pues, habría fi-
nanciado también su campaña electoral con
dinero de Taiwán, bajo las condiciones arri-
ba mencionadas.

¿Por qué es problemático el tema de la
financiación taiwanesa a campañas electo-
rales? Este problema se analizará desde
dos ángulos: el de la financiación a los par-
tidos políticos y el de la política exterior de
la isla asiática en el momento actual.

Las campañas electorales en la actuali-

dad, se ha dicho, tienen cada vez más de
mercadeo que de política. El dinero urge
para poner en marcha las más sofisticadas
estrategias de creación de imágenes y de
discursos, a fin de inundar el espacio
mediático —el cual se ha definido como un
espacio crucial en las contiendas electora-
les, quizás exagerando un tanto la relevan-
cia de los medios de comunicación en la
vida contemporánea. Por tanto, quien tiene
más dinero, puede comprar más tiempo de
transmisión televisiva o radial, o espacios
en los periódicos. Obviamente, no impacta
lo mismo un candidato que puede pagarse
planas enteras en un rotativo diariamente,
que aquel que apenas puede financiarse
un campo pagado de un cuarto de página
quincenalmente. Entonces, el dinero es algo
crucial. Y para algunos, más crucial incluso
que las propuestas o ideas de campaña,
que suelen ser escasas. Pero esto es otro
tema.

Las fuentes de financiación suelen ser
variadas. La financiación privada es algo
muy frecuente en la actualidad. También las
contribuciones procedentes de partidos o
movimientos políticos del extranjero, con los
que se comparte una afinidad de progra-
mas o intereses similares.

Pero no por ser un asunto cotidiano, el
tema de la financiación de las campañas
deja de ser un problema público. La limpie-
za de las fuentes de recursos económicos
de los partidos políticos dice mucho de la
eticidad de éstos últimos.

Así, la financiación taiwanesa a las cam-
pañas electorales de los personajes arriba
mencionados —campañas, por lo demás,
exitosas, puesto que todos llegaron a ser
gobernantes de sus respectivos países—
es problemática, puesto que implica la in-
tervención de actores extranjeros en asun-
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tos internos.
El “oro de Taiwán”, es decir, sus recur-

sos financieros, se ha ofrecido a cambio
de garantizar la adhesión para la causa
taiwanesa en la ONU. En la actualidad, el
gobierno de Formosa libra una batalla polí-
tico-diplomática frente al de la República
Popular China.

Cabe recordar que en la isla de For-
mosa —es decir, Taiwán— se replegó la
dirigencia del partido de derecha Kuomi-
tang, después de la guerra civil en que ven-
ció el Partido Comunista liderado por Mao
Zedong. El Kuomitang formó su propio go-
bierno en la isla taiwanesa.

Desde entonces, la República Popular
China, es decir, el estado socialista funda-
do por Mao, impugna la legitimidad del go-
bierno asentado en Taiwán. Para el gobier-
no de Beijing, Taiwán no pasa de ser una
“provincia rebelde” y no un país soberano,
como lo reclaman las autoridades
taiwanesas. Estas alegan que Taiwan ja-
más estuvo bajo el control de la República
Popular China.

Sin embargo, en 1971, la Organización
de las Naciones Unidas (ONU) le quitó a
Taiwán la representatividad de la Repúbli-
ca de China. Por lo tanto, el único gobier-
no chino reconocido por el máximo orga-
nismo internacional es el de Beijing.

La posición oficial del gobierno chino a
este respecto es, línea por línea, como si-
gue: “en el mundo sólo existe una China, y
la provincia de Taiwán es territorio inaliena-
ble de la República Popular China. (...) El
Gobierno chino no tolerará que ningún país
intrigue para tratar de crear “dos Chinas” o
“una China y un Taiwan”, ni permitirá que
los países que han establecido relaciones
diplomáticas con China tengan relaciones
oficiales de cualquier tipo con las autorida-
des de Taiwán”.

Como se ve, ambas partes mantienen
posturas mutuamente excluyentes en este

asunto, que no deja de tener paradojas muy
llamativas. Por ejemplo, Taiwán, que ha res-
paldado a gobiernos de derecha, tiene que
tragarse el mal sabor de ver a los EEUU
teniendo excelentes relaciones comerciales
con Beijing.

Ello no obsta para que Taiwán sea un
país importante para Centroamérica, primor-
dialmente por sus vínculos económicos con
los países del Istmo. Cabe apuntar que la
isla tiene la calidad de miembro observa-
dor del Parlamento Centroamericano
(PARLACEN), honor que no disfrutan so-
cios comerciales y diplomáticos del peso
de los EEUU o la Unión Europea. Por tan-
to, asegurarse el beneplácito de Taiwán im-
plica poder seguir accediendo a los recur-
sos que puede aportar el país asiático.

Hay que tener en cuenta que la disputa
política entre Taiwán y la República Popu-
lar China cobra tintes más dramáticos a
medida que Beijing surge como una nueva
potencia económica a nivel mundial y hace
sentir su presencia con mayor fuerza en el
ámbito latinoamericano. Asegurarse el apo-
yo diplomático, aunque sea recurriendo a
un medio tan dudoso como la financiación
a campañas electorales, se vuelve un tema
urgente.

Eso explica por qué muchos países cen-
troamericanos han mostrado su respaldo a
la causa taiwanesa en los foros internacio-
nales. Ese apoyo se debe, pues, a una in-
versión económica y no a un principio de
solidaridad entre gobiernos que comparten
idearios políticos comunes.

Uno de los aliados más conspicuos de
Taiwan es el gobierno salvadoreño, siendo
uno de sus principales abanderados el ex
presidente Francisco Flores, quien, además,
declaró que su gobierno no entablaría rela-
ciones diplomáticas con el gobierno de
Beijing. La incógnita que queda es si este
personaje ha recibido, o no, financiación
taiwanesa para defender esas posturas.
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reporte IDHUCA

Sobre el Canal 12

Luego de trece años de finalizado el
conflicto armado en El Salvador, los espa-
cios de opinión pública a través de los me-
dios masivos de difusión siguen generando
acalorados debates. El derecho humano a
la libre expresión en el país sigue cuestio-
nado, más allá de lo que diga el Presiden-
te o ex Presidente de tantas cosas tan li-
gadas: la República, el Partido ARENA, las
gremiales de la gran empresa y de la
radiofusión; es cuestionado sobre todo por-
que su plena vigencia no significa sólo la
mera posibilidad de manifestarse, sino tam-
bién la libertad de acceder a la información
y reproducirla para una crítica verdadera y
un sano debate, así como la fluidez y tole-
rancia con que se brinda y recibe. Hoy en
día, es claro que los medios juegan un im-
portante rol en la vida nacional; unos, por-
que son voz crítica y participativa frente a
lo que ocurre en la realidad y otros, porque
se mantienen en sintonía con el discurso
oficial o con el de la oposición política. Lo
anterior se percibe mejor al seguir el hilo
de su respectiva “línea editorial”.

Casi siempre, los medios con más re-
cursos económicos son los más conserva-
dores y es usual que sólo “informen” sobre
las bondades del gobierno, minimizando o
anulando cualquier versión crítica o alter-
nativa al discurso oficial. También existen
otros medios cuya agenda tiende a favore-
cer al principal partido de oposición: el
FMLN; éstos, como antítesis de los arriba
mencionados, no toleran ninguna postura
“arenera” y restringen casi toda la informa-
ción proveniente de esas esferas. Pero,
además, existe otro grupo que intenta man-
tener una línea sin ataduras y objetiva, abre
sus espacios a todas las corrientes de opi-
nión y critica los errores o las inconsisten-
cias de cualquiera sin importar su color, ma-
nejando un discurso independiente que no
impide reconocer méritos donde los hay.

Esta última tendencia suele caracterizarse
por contar con muy pocos recursos técni-
cos y económicos.

En ese marco, es justo afirmar que el
Canal 12 de televisión en nuestro país ha
sido reconocido como uno de los medios
más críticos e independientes durante y
después de la guerra. Su mismo nacimien-
to significó una ruptura en el monopolio in-
formativo que imperaba a mitad de los
ochenta; sin duda, este hecho fue determi-
nante para la transición de la guerra al cese
del fuego definitivo. Desde el inicio, su ten-
dencia informativa estuvo comprometida con
la objetividad y la libertad de expresión; así
contribuyó, en buena medida, a la demo-
cratización de la palabra en el país. Pero sus
planteamientos no siempre fueron del agrado
de muchos, sobre todo cuando ese medio
lanzaba serios y fundados cuestionamientos
a las autoridades de turno.

El “12”, como se conoce, ha vivido mo-
mentos difíciles desde el punto de vista eco-
nómico por no apoyar las directrices oficia-
les y mantenerse independiente de secto-
res vinculados al gran capital. Ello le gene-
ró escasez de patrocinio oficial y privado.
Tan grande fue el aprieto económico, que
su anterior dueño, Jorge Zedán, vendió la
mayoría de las acciones a TV Azteca, la
segunda  televisora más importante de
México. Pese a ello, no se reformó su posi-
ción crítica e independiente en el abordaje
de los temas de interés nacional, tanto en
el noticiero “Hechos” como en la “Entrevis-
ta Al Día”, ambos espacios dirigidos por el
reconocido periodista Mauricio Funes.

Pero poco tiempo después, la dirección
del canal sacó del aire la sección “Sin cen-
sura”, del noticiero “Hechos”, conducida
también por Funes; aunque se habló de un
cierre temporal para reestructurarla, en rea-
lidad se trató de su total supresión. Pese a
lo anterior, el resto del noticiero así como
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los programas informativos y de análisis del
“12” mantuvieron su independencia y obje-
tividad.

Sin embargo, los singulares aconteci-
mientos ocurridos en las últimas semanas,
algunos de los cuales presenciamos en vivo
a través de la pantalla chica, le han gene-
rado a ciertos círculos el temor de que se
pierda la posición crítica que caracterizó al
anterior personal de la entrevista “Al Día” y
del noticiero “Hechos”, espacios que colo-
caron en un sitio privilegiado al Canal 12
dentro del gusto de mucha gente. Se dice
que la salida abrupta de Funes y su equi-
po, podría significar la pérdida del rumbo
editorial mantenido hasta la fecha. Al me-
nos, esa es la reacción inmediata y lógica
que entre algunos causaron estos cambios
imprevistos.

La situación incluso ha propiciado que
diversos sectores sociales y políticos mani-
fiesten que no participarán en los espacios
informativos de dicho medio, mientras no
se aclare públicamente lo ocurrido; además,
declaraciones y comunicados de difusión
amplia y reciente critican acremente la sa-
lida de Funes y sus colaboradores, al tiem-
po que no cesan los improperios dirigidos
tanto a los dueños de la televisora como a
los nuevos encargados de la entrevista y
el noticiero. Estos críticos aseguran que lo
que la empresa busca es cerrarle espacios
a la denuncia, como parte de un atentado
contra la libertad de expresión.

Las anteriores manifestaciones eran
de esperarse, sabiendo cómo se mane-
jan las cosas en el país. Con tanto juego
sucio, tráfico de influencias, corrupción y
compra de voluntades, lo primero que a
uno se le ocurre es que le están cobran-
do la factura a Funes por haberse man-
tenido ajeno a las pautas oficiales y del
gran capital; ello, como parte de una es-
calada contra la libertad de expresión. Sin
embargo, es importante evaluar los suce-
sos con más calma.

Mauricio Funes es un periodista impor-

tante en la lucha histórica por la libertad de
expresión en El Salvador; eso hay que re-
conocérselo con letras mayúsculas. Pero
también es cierto que no es el único. El
noticiero “Hechos”, años atrás llamado “Al
Día”, fue la plataforma de periodistas que
también contribuyeron en su momento al
esfuerzo por hacer valer en el país el dere-
cho de toda persona a obtener información
objetiva y sin compromisos. Algunos nom-
bres: Salvador Castellanos, Roberto Hugo
Preza y Milagro Vallecillos, así como los
que ahora se encuentran al frente del noti-
ciero y la entrevista en “12”: William Melén-
dez, Edwin Góngora y Carlos Domínguez.

Estos últimos, también gozan de una tra-
yectoria respetable y —por tanto— de cre-
dibilidad. Como empleados no tienen po-
der de decisión sobre las medidas admi-
nistrativas de los accionistas mayoritarios
del canal: Así, pues, sus detractores se
equivocan; como la mayoría de salvadore-
ños, estos periodistas sólo cumplen con un
trabajo dentro de una empresa de la que
no son propietarios.

Hecha esta salvedad, ahora más que
nunca debemos estar alerta con el rumbo
que tome la línea editorial del recién bauti-
zado “TV12”. Insistimos: la desconfianza
expresada hasta ahora es entendible y sólo
el tiempo dirá si esos dardos lanzados rá-
pidamente fueron atinados. Las cercanas
elecciones municipales y legislativas pue-
den ser un buen termómetro para verificar-
lo. Se comenta que lo ocurrido con Funes
y sus colaboradores es sólo el principio de
una “batalla” electoral aún más encarniza-
da y sucia que las anteriores. Hay que es-
tar pendientes desde ya y durante la cam-
paña, para ver cómo se manejan los espa-
cios informativos de “TV12”. Por no haber-
se alineado tradicionalmente con la propa-
ganda gubernamental y brindar la oportuni-
dad a los partidos de oposición para ex-
presarse libremente, un giro —por peque-
ño que sea— se notará de inmediato.

El ejercicio de la ciudadanía entraña
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pensar, fiscalizar, evaluar y criticar con base
a hechos concretos y objetivos. Sobre esa
base, la sociedad entera debería apoyar a
todas y todos los periodistas que día a día
contribuyan a democratizar El Salvador; de-
bería respaldar sin regateos todas y todos
los que no se vendan al mejor postor. Tan-
to la libertad de expresión como la objetivi-
dad y la fluidez de la información no pue-
den convertirse en mercancía comerciali-
zada por empresarios, pero tampoco la lu-
cha por su vigencia es patrimonio de una
sola persona.

Finalmente, el IDHUCA agradece la
apertura y sensibilidad que en su cargo
mostró Mauricio Funes hacia el tema de
los derechos humanos. Ello permitió que
en sus programas de tanta audiencia, se
expresaran muchas víctimas que no son
“entrevistables” o “publicables” según las lí-
neas excluyentes de otros medios. También

nos solidarizamos con sus colegas despe-
didos del Canal 12, aún sin conocer las
razones de tales destituciones. De igual for-
ma, apoyamos y apoyaremos a quienes
quedan al frente del noticiero “Hechos” y la
“Entrevista al día”; por su trayectoria nos
inspiran confianza y es nuestra obligación
seguir utilizando esos recursos para anun-
ciar logros y denunciar males, de no haber
un giro en la línea editorial. Porque si esto
último ocurre, ni siquiera nos invitarán a
participar como hace Telecorporación Sal-
vadoreña (TCS) donde no permiten ni “ma-
las palabras” ni “malas compañías”, como
las del IDHUCA. “Malas palabras”: impu-
nidad para los asesinos de los jesuitas,
Romero, Katya, García Prieto y los her-
manos Carías; “malas compañías” como
Gloria y Mauricio García Prieto, Yolanda
Carías y todas las víctimas que buscan ver-
dad, justicia y paz.
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